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JUZGADO TREINTA Y UNO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 

MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., Veintisiete (27) de Agosto de dos mil Veintiuno (2021) 
 

PROCESO RADICACIÓN: 2021 - 112 
 

ASUNTO A TRATAR: 
 
El señor JUAN PABLO RODRÍGUEZ QUINTERO, ha peticionado la concesión de 
la protección que regula el artículo 86 de la Carta Política, arguyendo 
comportamientos conculcatorios de los derechos fundamentales a la salud, a la vida 
y al mínimo vital, afirmando que han sido vulnerados presuntamente por 
UNIVERSIDAD LA GRAN COLOMBIA. 
 

HECHOS: 
 
Indica la parte accionante que trabajó para la entidad accionada desde el año 2007 
hasta el año 2019. Esta optó por la no renovación del contrato laboral y en su 
concepto transgredió sus derechos fundamentales, teniendo en cuenta que el 
accionante es una persona de la tercera edad con problemas de salud.  
 
En reiteradas ocasiones, según su dicho, se comunicó con la encartada a fin de 
solicitar la renovación del contrato e informar el actual estado de salud. No obstante 
la entidad no lo contrató por lo que el actor impetró la presente acción constitucional 
de tutela.  
 

PRETENSIONES DEL ACCIONANTE: 
 
A través de la protección de sus prerrogativas constitucionales, la parte actora solicita 
que ésta Agencia Judicial Constitucional ordene a la entidad accionada a vincularla 
laboralmente, con las mismas condiciones laborales de los anteriores contratos, al 
incremento salarial correspondiente con el fin de obtener el sustento mínimo y el 
acceso a la salud. 
 

CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD DE AMPARO: 
 
Indicó la UNIVERSIDAD LA GRAN COLOMBIA, que el Juez Constitucional no es el 
llamado a resguardar los derechos sobre temas laborales como lo es el reintegro. Lo 
descrito por el accionante debe ser ventilado ante la jurisdicción ordinaria, afirma, y 
no de un proceso sumario como lo es la acción constitucional de tutela. 
 
Por lo anterior solicita se declare improcedente la presente acción constitucional de 
tutela.  
 
El MINISTERIO DE EDUCACIÓN, exterioriza que no ha violado ninguno de los 
derechos fundamentales incoados, por lo anterior solicita su inmediata 
desvinculación.  
 
La GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA, remitió toda la información respecto de 
la seguridad social integral del accionante, indicando adicionalmente que no es la 
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llamada a garantizar los derechos fundamentales peticionados. Solicita su 
desvinculación. 
 
ADRES - ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, indica que es menester declarar improcedente 
la acción, toda vez que la tutela no es el mecanismo idóneo para el reintegro laboral 
y reconocimiento de acreencias. 
 
Pide que se declare improcedente la presente acción. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Conforme al artículo 86 de la Constitución y a lo dispuesto en el Decreto 2591 de 
1991, reglamentario de la Acción de Tutela, de manera general, ésta tiene como 
objeto la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas 
“cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública” o, de un particular en las condiciones 
determinadas en el decreto mencionado y con base en el artículo 86 constitucional. 
 
Procede siempre y cuando no exista otro medio judicial de defensa idóneo, es decir, 
tanto o más eficaz que la acción de tutela para lograr la garantía efectiva del derecho 
vulnerado o amenazado, a menos que se ejerza como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 
 
Dado el carácter residual de la acción de tutela la jurisprudencia ha sostenido que la 
misma resulta improcedente cuando se cuenta con otros medios de defensa, como 
la acción ordinaria correspondiente ante los jueces laborales para obtener la 
declaratoria de ineficacia del despido y el consecuente reintegro o la indemnización 
de perjuicios, según fue el caso; sobre este aspecto ha dicho la máxima Corporación 
en lo constitucional: 
 
“De acuerdo con reiterada y uniforme jurisprudencia de esta Corporación, en armonía con lo dispuesto 
por los artículos 86 de la Carta Política y 6º del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es un 
mecanismo judicial, para la protección inmediata de los derechos fundamentales, de carácter 
subsidiario. Esta procede siempre que en el ordenamiento jurídico no exista otra acción idónea y 
eficaz para la tutela judicial de estos derechos. 
 
Esta Corporación ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger 
los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual; es decir, 
procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para 
que cese inmediatamente la vulneración. Sobre el particular, esta Corte ha precisado: 
 

Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela,1 
se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías 
judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo 
en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia 
pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección 
de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar 

                                                           
1
 Respecto a la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela, la Corte en sentencia T-1222 de 2001 señaló: “(…) el desconocimiento del principio 

de subsidiaridad que rige la acción de tutela implica necesariamente la desarticulación del sistema jurídico. La garantía de los derechos 
fundamentales está encomendada en primer término al juez ordinario y solo en caso de que no exista la posibilidad de acudir a él, cuando no se 
pueda calificar de idóneo, vistas las circunstancias del caso concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de un perjuicio irremediable, es que 
el juez constitucional está llamado a otorgar la protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez constitucional no puede intervenir.” 
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su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece 
el artículo 86 superior. 2“ 

 
Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de 
debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  
 
Al respecto, la Corte ha indicado: 

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe 
recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de 
defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar 
la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista 
el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría 
su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una 
instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter 
subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente 
y se deslegitimaría la función del juez de amparo. 3“ 

 
Así las cosas, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad 
de la acción de tutela, esta resulta improcedente cuando es utilizada como 
mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por 
la Ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección 
ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el Juez 
Constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de 
defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de 
los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo 
constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería 
frente a la ocurrencia INMINENTE de un perjuicio irremediable frente a sus derechos 
fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o 
vulnerados es sujeto de especial protección constitucional. 
 
La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser 
inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que 
se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta 
cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran 
intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; 
la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya 
que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su 
integridad. 
 
La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de 
considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo 
transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los 
derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados.  Con 
respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la 
simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y 
grave de manera injustificada.  La amenaza requiere un mínimo de evidencia 
fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o 
menoscabo material o moral. 4 
                                                           
2
 Corte Constitucional, sentencia T-753 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández). 

3
 Corte Constitucional, sentencia T-406 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño). 

4
 Sobre las características del perjuicio irremediable observar la sentencia T-225 de 1993 (MP Vladimiro Naranjo Mesa). 
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En concurrencia con los elementos configurativos que llevan a determinar que se 
está en presencia de un perjuicio irremediable, este Juzgado ha sostenido que, 
para que proceda la tutela como mecanismo de defensa transitorio, se requiere 
también verificar que dicho perjuicio se encuentre probado en el proceso. Sobre 
este particular, ha expresado la Corte que “El juez constitucional no está habilitado para 

conceder el amparo transitorio, que por expresa disposición constitucional se condiciona a la 
existencia de un perjuicio irremediable, si el perjuicio alegado no aparece acreditado en el 
expediente, toda vez que el juez de tutela no está en capacidad de estructurar, concebir, imaginar 
o proyectar, por sí mismo, el contexto fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño 

irreparable.” 5 
 
La posición que al respecto ha adoptado éste Juzgado, reiterada en distintos 
fallos, no deja duda de que la prueba o acreditación del perjuicio irremediable 
es requisito fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha señalado la Corte 
que quien promueva la tutela como mecanismo transitorio, no le basta con afirmar 
que su derecho se encuentra sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, 
además, que el afectado “explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las 
condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio que 
le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento en cuestión” 
(Sentencia T-290 de 2005).6 
 
En consonancia con lo anterior, es posible concluir que la procedencia de la acción 
de tutela depende de la observancia estricta del principio de subsidiariedad, como 
quiera que este se encuentra ordenado a garantizar importantes principios de la 
función jurisdiccional, y asegura el fin contemplado por el artículo 86 de la Carta, 
que no es otro que el de brindar a la persona garantías frente a sus derechos 
constitucionales fundamentales. En este orden de ideas, en los casos en los que no 
sea evidente el cumplimiento de este principio, la tutela deberá ser declarada 
improcedente7.  
 
 

Por las razones expuestas, se declarará la improcedencia de la acción para el caso 
bajo estudio.   

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y UNO DE PEQUEÑAS CAUSAS 
Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre 
de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE EL AMPARO CONSTITUCIONAL 
solicitado por JUAN PABLO RODRÍGUEZ QUINTERO contra UNIVERSIDAD LA 
GRAN COLOMBIA. 
 
SEGUNDO: DESVINCULAR a MARCO TULIO CALDERÓN, CRISTIAN FERRER, 
GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA, MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

                                                           
5
 “Sobre el tema se pueden consultar, entre otras, las Sentencias SU-995 de 1999, T-1155 de 2000 y T-290 de 2005”. 

6
 Citada en la Sentencia T-436 de 2007. 

7
 Corte Constitucional, Sentencia T-649 de 2011. 
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NACIONAL y ADRES - ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 
GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, por las razones antes expuestas.  
 
TERCERO: NOTIFICAR por el medio más expedito el contenido de esta providencia 
a la parte actora y la accionada. 
 
De no ser impugnada la presente decisión dentro de los tres (3) días siguientes a su 
notificación, remítase inmediatamente el expediente a la Honorable Corte 
Constitucional para su eventual revisión. Ofíciese. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
El Juez,  
 
 

JUAN FERNANDO BARRERA PEÑARANDA 
 
 

Firmado Por: 
 

Juan Fernando Barrera Peñaranda 
Juez 

Juzgados 031 Pequeñas Causas Y Competencias Múltiples 
Juzgado Pequeñas Causas 
Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 
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